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			Presentación

			La presente obra tiene por objeto la reforma del régimen de las modificaciones estructurales de las sociedades mercantiles llevada a cabo por el RDL. Una reforma largamente trabajada en el seno de un grupo especial de trabajo designado en junio de 2022, cuya labor se hizo visible por primera vez en el Anteproyecto aprobado por el Gobierno en febrero de 2023. Sin embargo, después fue de ejecución rápida, y en realidad apresurada, al aprobarse por medio de un RDL, entonces sin trámite parlamentario, en el que se regulan las más variadas materias.

			En principio con esta reforma se trataba fundamentalmente de transponer la DM. Recordemos que ésta se limita a la actualización del régimen de la FT y a regular dos nuevas figuras, la TT (en rigor, un traslado de domicilio social al territorio de otro EM) y la ET donde la beneficiaria es una sociedad de nueva creación, pues se consideró que la escisión a favor de sociedad ya existente resultaba demasiado compleja para emprender por ahora su armonización. Esto no significa que esas operaciones antes no fueran posibles, o sigan sin serlo las ahora no reguladas, sólo que no podrán beneficiarse de un régimen armonizado en el ámbito de la UE.

			Sin embargo, al final se ha repetido una historia que ya nos era conocida. Recordemos que la LME de 2009 básicamente debía hacer lo mismo con la décima Directiva de FT, pues la incorporación de la tercera y la sexta Directivas sobre fusión/escisión ya se había hecho con la gran reforma de la LSA de 1989. Sin embargo, acabó siendo una reforma de mucho mayor calado, pues afectó a todas las sociedades mercantiles, e indirectamente también a la SCi/SCop, estableciendo un régimen completo y general para todas sus MMEE, con clara incorporación a las operaciones nacionales de normas que estaban pensadas para la FT. Pues bien, lo mismo ha ocurrido ahora, ya que el RDL no se ha limitado a la transposición de la DM, sino que ha optado por una reforma mucho más profunda. Tanto es así que la LME ha sido reemplazada en su conjunto por una nueva regulación, que ya no puede identificarse —al menos de nombre— como tal LME, sino como el Libro primero de un RDL, de título interminable.

			Afortunadamente, al integrar el libro primero la numeración de sus artículos no se ha desviado mucho de la que era propia de la LME. Incluso la de sus disposiciones adicionales, que siguen siendo la primera y la segunda en el RDL. Especialmente, la DA segunda, aquélla que exige la previa inscripción de cualquier sociedad mercantil que tome parte en una ME y, en general, de las sociedades irregulares.

			Destaco dos características generales de la nueva regulación. Desde un punto de vista sistemático compacta la normativa mediante una regulación escalonada que, sobre la base de distinguir dos grandes bloques en función del elemento espacial (las operaciones domésticas y las transfronterizas), establece un amplio conjunto de disposiciones generales aplicables a todas ellas, en su caso con otras acotadas al sub-bloque transfronterizo, con singularidades que después se especifican y desarrollan para cada una. Se rompe con ello la tradición de la LSA/LME de regular por separado y de forma completa las distintas MMEE típicas, sin perjuicio de las remisiones entre ellas (en especial, de la escisión a la fusión). Esto obliga a un ir de aquí para allí con la mirada para saber qué exigencias se aplican en cada caso, empezando por las disposiciones comunes, pasando después a las de la ME que corresponda (y la remisión que subsiste de la escisión a la fusión), y en el caso de las transfronterizas con un nuevo doble escalón, primero las disposiciones comunes a todas ellas, después las propias de cada figura.

			Desde un punto de vista más sustantivo, homogeneiza la normativa mediante extender a las operaciones de ámbito doméstico buena parte de las soluciones que era necesario incorporar para las transfronterizas intra-europeas. Con ello ha venido a complicar un poco el procedimiento de las MMEE internas. Pero el leit motiv del PE es justo el contrario, que las operaciones domésticas no queden sujetas a requisitos más rigurosos que las transfronterizas, lo cual indudablemente es cierto en relación con los mecanismos de protección de socios y de acreedores. Pero no tanto con las cuestiones de procedimiento, pues se han sobrecargado las operaciones internas con exigencias que sólo venían impuestas para las transfronterizas intra-europeas armonizadas, y que en ocasiones resultan excesivas para las nacionales, especialmente en el caso de la transformación. Incluso, en un punto muy concreto la equiparación puede tener efectos colaterales inesperados, me refiero a la imposibilidad de declarar la nulidad de una ME después de inscrita, cuya incidencia en nuestra práctica judicial y registral sin duda será sea notable. Quedan al margen algunas extravagancias endémicas de la regulación española, como el trato preferente dispensado a los créditos públicos.

			Fuera de esto, no se puede decir que estemos ante una regulación de nueva planta. Se conserva mucho de la LME, incluso, algunas disposiciones que, en su literalidad, han quedado fuera de lugar y pierden todo su sentido con la nueva ordenación sistemática. También, algunos de sus silencios, pues se ha perdido la oportunidad de aclarar, al menos de forma inequívoca y en la sede adecuada, ciertas dudas que la falta de coordinación entre el RRM y la LME generaba en el pasado. De todos modos, algunas de esas normas que reproducen el contenido de la previa LME, también tendrán que interpretarse de otro modo por razón de los cambios introducidos, sobre todo en lo que hace al desaparecido derecho de oposición de los acreedores.

			A esto se debe sumar que la normativa recién estrenada sigue coexistiendo con otra regulación complementaria que ha quedado claramente desacompasada. El ejemplo más claro es el RRM, que ni siquiera venía coordinado con la LME, pues sigue referido a la LSA, pero mucho menos lo estará ahora con el RDL. La situación resulta especialmente irritante, porque para determinar el alcance de alguna exigencia reglamentaria, habrá que agenciarse una LSA ya que la remisión se hace todavía a sus artículos. O con la legislación laboral por las obligaciones de información frente a los trabajadores o sus representantes, donde también se sigue hablando de la LSA, y de una época en que la convocatoria de la JG de una SA sólo podía ser pública mediante anuncios, con el agravante de que algunas de esas obligaciones se han configurado ahora como propiamente societarias y por esa vía con capacidad para incidir en el despliegue de la operación para su inscripción en el RM.

			Esta obra presenta los temas a la antigua usanza, es decir, no por el régimen común a todas las MMEE y, después, su reglas singulares, sino que cada ME se trata por separado, aunque el esquema siempre será el mismo por la habitual periodificación en varias fases o momentos comunes a todas las MMEE. En concreto preparación, difusión, aprobación, protección de ciertos sujetos y el final de ejecución e impugnación, con atención separada a los supuestos especiales de cada ME. Para no incurrir en inútiles repeticiones el grueso de la regulación de interés compartido por todas ellas se aborda en los capítulos dedicados a la transformación y la fusión. La primera como paradigma de todas las cuestiones concernientes al cambio de forma de la sociedad. La segunda como modelo de las MMEE traslativas. Por ello la extensión de los capítulos referidos a la escisión y la cesión global de activo y pasivo es mucho menor, completándose con las debidas remisiones. La obra se centra en la vertiente mercantil, sin profundizar en otras cuestiones de índole laboral, fiscal o contable. Por lo demás, para descargar la exposición y no hacerla todavía más extensa, se prescinde de referencias y citas doctrinales.

		

	
		
			Capítulo I

			La transformación por cambio del tipo social 

			I.	Concepto, naturaleza y características

			1.	La transformación y el sistema de tipos societarios: toda sociedad aplica una técnica de organización con proyección externa como sujeto de derecho independiente dotado de personalidad jurídica. Los socios son libres de configurar esta solución organizativa de la manera que más les convenga. En concreto, la clase de sociedades que llamamos mercantiles comprende cuatro tipos, pues, a pesar de la aparente libertad que consagra el art. 122 CCom, la idea prevalente es que se requiere el numerus clausus de tipos societarios, por estar en juego intereses de terceros, de seguridad y claridad del tráfico. La libertad contractual en la materia queda ceñida así a elegir entre los distintos tipos que el legislador ofrece. Por ello, para determinar el régimen jurídico aplicable, primero hay que encuadrar el supuesto en alguno de los cuatro tipos previstos, en concreto, SC, SCo (en su caso, SCoA), SA o SRL. Junto a estos estarían fuera del ámbito mercantil ciertas formas especiales de sociedad y la SCi. Por este motivo la voluntad negocial se revela en la elección de una concreta modalidad organizativa. Se quieren los rasgos jurídicos que hacen peculiar esa forma social. Es la denominada voluntad electora del tipo, con la salvedad de la SC, por su función de sociedad general del tráfico mercantil, que permite un encuadramiento hasta cierto punto forzoso, aunque los socios no hubieran manifestado formalmente su voluntad en ese sentido. Pero esa intención, para que sea jurídicamente relevante, ha de cumplir con las prescripciones del legislador en la materia. 

			Anclada esa voluntad en un determinado tipo societario, la disciplina de éste impone límites precisos a la libre determinación de los interesados, más o menos estrictos según los casos. Igual que debe rechazarse la atipicidad propiamente dicha (invención de tipos societarios), también es clara la prohibición de incorporar cláusulas que desfiguren precisamente los extremos caracterizadores del tipo elegido. Las normas imperativas permiten trazar los límites de la autonomía de la voluntad en el derecho de sociedades, siendo precisamente en relación con esos límites donde encuentra justificación el instituto de la transformación. En una aproximación meramente literal transformar equivale a cambiar de forma, en nuestro caso de forma social, pero en un sentido más técnico postula un cambio de tipo. Se abandona el anterior y su disciplina jurídica, con el fin de someterse a la normativa propia del nuevo tipo adoptado. 

			Los motivos para el cambio deben buscarse, básicamente, en el deseo de introducir en el contrato social modificaciones que se revelan incompatibles con las normas imperativas del tipo vigente, para lo cual los socios habrán de buscar cobijo en aquella otra forma, que bien haga posible dichas modificaciones o bien las incorpore como régimen directamente aplicable. La transformación incorpora así un plus respecto de las hipótesis habituales de modificación del contrato social, pues, mediante ella, no se cambian aspectos concretos del marco normativo privado que rige la actividad social, por muy relevantes que sean (cambio de objeto, de sistema de administración), sino el modelo legal en su conjunto, de modo que a partir de entonces pasarán a aplicarse las normas imperati­vas, además de las dispositivas que no se hubieran excluido del nuevo tipo social, y así será aunque nada hubiera previsto al respecto el acuerdo de los socios.

			Así descrita, es claro que la importancia práctica de la transformación vendrá determinada por la forma en que se haya estructurado el sistema de tipos sociales. En particular, según que el modelo ideal de empresa subyacente a cada forma se haya configurado como un patrón excluyente, de manera que sólo pueda albergar ese en concreto, o como un modelo prevalente, de modo que no niegue cobijo a otros diferentes. A este factor debe añadirse otro de carácter exógeno, representado por la propia evolución del sistema legal. Unas veces por introducir cambios en tipos distintos al propio que se reputan favorables por los interesados, y otras por modificarse el régimen propio en términos que no resultan del agrado de los socios, generando la necesidad de cambiar de forma y, con ella, de régimen jurídico.

			Por todo ello, es una ME que sólo puede operar en el ámbito nacional, entre los tipos societarios o asociativos de nuestro Derecho, pues la transformación en un tipo propio de otro Estado presupone el traslado del domicilio social a dicho Estado, con el consiguiente cambio de su nacionalidad, configurado entonces como una operación diferente (TT, art. 96 y ss RDL). 

			2.	La transformación como un mecanismo de reducción de costes: para alcanzar ese resultado los socios siempre disponen de dos procedimientos distintos a la transformación. El primero sería disolver y liquidar la sociedad para constituir otra con la nueva forma deseada, aportando el remanente de la liquidación. El segundo, constituir una nueva sociedad a la que se aportaría la empresa explotada por la primera, que subsiste pero como una mera sociedad de cartera. Ninguno de ellos resulta plenamente satisfactorio. En un caso, porque la liquidación deviene claramente incompatible con el propósito de las partes de continuar explotando la misma empresa, aunque bajo una forma diferente. En el otro, porque la aportación de empresa opera mediante sucesión a título particular en todos sus elementos patrimoniales (salvo operación asimilada a una ME traslativa, arts. 57, 61 y 62 RDL), lo que se resuelve, tratándose de las obligaciones, en la necesidad de obtener el consentimiento individual de los acreedores sociales, para que el cambio de sujeto pasivo de la relación jurídica con alcance liberatorio sea eficaz frente a ellos (v. art. 1.205 CC y la Res. de 10/06/1994, que en un caso de aportación de rama de actividad en un aumento del capital, rechaza la pretensión de reconducir el supuesto hacia un supuesto de sucesión universal)1.

			Para evitar estos escollos pueden utilizarse dos posibles mecanismos, ambos reconducibles a un concepto muy amplio de transformación. Con arreglo al primero habría extinción de la primitiva sociedad y constitución de otra, pero el patrimonio de la extinta se transfiere uno actu por sucesión universal a la nueva que le sustituye. Este procedimiento lato sensu puede ser calificado de transformación y así sucedía antiguamente en derecho alemán con la llamada übertragende Umwandlung, que operaba entre sujetos de derecho heterogéneos, como las sociedades personalistas y las capitalistas, dando lugar a la extinción del antiguo sujeto de derecho y a la creación de otro nuevo bajo una forma distinta2. Esta modalidad está en franca regresión y ya desapareció incluso en Alemania con ocasión de la reforma de 1994, donde ha quedado como único procedimiento el de cambio de forma (formwechselnd Umwandlung)3. 

			Con la segunda modalidad no sufre el sujeto en su identidad, pues únicamente se ve afectada su forma, y más exactamente el tipo social con su correspondiente disciplina jurídica. No hay disolución de una sociedad y constitución de otra nueva, con sucesión a título universal o sin ella, simplemente porque no hay dos sociedades. La sociedad permanece idéntica a sí misma, como sujeto de derecho. Es la que conocemos como transformación, ahora en sentido estricto, donde la sociedad, como expresan gráficamente los autores alemanes, sólo recibe ein neues Rechtskleid, un nueva vestimenta jurídica. Pero únicamente como sujeto de derecho, pues, aunque conserve su individualidad e identificación subjetiva, evidentemente se producen cambios de régimen jurídico que obligan a entender que la sociedad no es la misma antes y después de la variación.

			Así concebida, la transformación aparece como una técnica de reducción de costes, tanto externos, como internos. Con los primeros no sólo me refiero a aquéllos que derivan de los mismos trámites de liquidación y constitución, también a los inducidos por la desaparición del sujeto de derecho4. Pensemos en toda la problemática de la continuidad en la relación arrendaticia, la necesidad de renovar poderes, las relaciones laborales, etc5. En cambio, al hablar de costes internos pienso en las relaciones entre los mismos socios, pues la constitución de una nueva sociedad implicaría una suerte de renovación del consentimiento contractual de todos ellos, mientras que su conceptuación como un mero cambio de forma permite aplicar parte de las reglas pensadas para la modificación del contrato social, en particular, las referentes a la adopción del acuerdo por mayoría en las sociedades de estructura corporativa. La aplicación del principio mayoritario priva así al socio de un derecho de veto que en la práctica podría generar comportamientos estratégicos. De ahí su importancia como mecanismo de adecuación de las estructuras societarias a las cambiantes exigencias de la empresa social.

			3.	La posición de los interesados: ese rasgo característico se suele destacar afirmando que con la transformación no cambia la personalidad jurídica de la sociedad, que continuará subsistiendo bajo la forma nueva, pues todos los tipos societarios implicados en la operación que regula el RDL tienen reconocida esa personalidad, así que siguen siendo el mismo sujeto de derecho antes y después del cambio (art. 17 RDL). No hay un momento de discontinuidad, pero ello no enmienda la importan­cia práctica de la mutación acaecida, pues el tipo societario determina el régimen jurídico aplicable, tanto a las relaciones internas, como a las externas. Por eso la transformación, efectivamente, transforma, supone un cambio en profundidad, pues aquí la forma determina la substancia. Esta circunstancia nos enfrenta al lado más débil de la operación, la existencia de determinadas categorías de sujetos sobre los cuales pende el riesgo de acabar soportando las consecuencias de la medida. 

			A grandes rasgos tales categorías pueden reducirse básicamente a dos. En primer lugar, la integrada por quienes ya son acreedores de la sociedad al tiempo de ejecutarse el cambio de forma. En segundo lugar, la de los socios disconformes con dicha mutación, cuando existan por ser posible su aprobación por mayoría. En el caso de los acreedores sociales este riesgo mira hacia el pasado, pues la transformación puede trocar las condiciones de responsabilidad que tuvieron presentes al relacionarse con la sociedad. No es lo mismo contar con la responsabilidad subsidia­ria de los socios, que disponer sólo del patrimonio social. Respecto de los socios mira hacia el futuro, pero no sólo por un posible cambio en ese régimen de responsa­bilidad, pues hay supuestos de transformación en los que no se produce tal alteración, pero sí otras variaciones ligadas a la estructura normativa de los tipos implicados. Sin perjuicio de adecuar en cada supuesto concreto las medidas de tutela procedentes, es claro que también habrán de existir aunque no se vea afectado el régimen de responsabilidad y así lo ha confirmado la propia evolución del sistema legal español respecto de la transformación de SA en SRL, donde se ha pasado de una mera suspensión temporal de efectos a favor de los accionistas que no votaron a favor (art. 226 LSA), al pleno reconocimiento del derecho de separación en la LME, en línea con lo que previamente se había reconocido al socio en la LSRL de 1995.

			Todo esto obliga a que la transformación se rodee de las debidas garantías para evitar que un incontrolado intercambio entre los tipos societarios acabe convirtiéndose en un fácil expediente para defraudar las legítimas expectativas de terceros o de los propios socios. Estas precauciones suelen encauzarse por una doble vía. Mediante la delimitación de su perímetro, es decir, estableciendo con claridad en qué supuestos cabe un cambio de forma que no afecte a la identidad del sujeto. Pero, además, con la regulación detallada y precisa del procedimiento de transforma­ción y de sus efectos.

			4.	Delimitación del perímetro de la transformación: tradicionalmente se ha considerado que si el legislador no admite una determinada hipótesis de transformación, es porque los intereses en juego no quedan suficientemente protegidos. Por eso, para pasar entonces de una forma de organización a otra, se haría necesario extinguir la primera y empezar con otra nueva. Esta afirmación, en su sentido más estricto, quizá sólo sea exacta en relación a aquellos ordena­mientos que, como el alemán, han establecido un rígido sistema de numerus clausus en cuanto a las posibilidades de transformación, pero, eso sí, regulando detalladamente las más variadas hipótesis. Muy distinta, por ejemplo, la situación de Italia, donde el CC apenas dedicaba en el pasado tres artículos a este tema (ahora, ya son más), habiendo recaído sobre la doctrina y la jurisprudencia la no siempre fácil tarea de rellenar las lagunas dejadas por el legislador.

			En nuestro derecho desde su apenas mención en el CCom de 1885, y su tratamiento como una modificación de los estatutos en el RRM de 1911, pero de espectro subjetivo muy amplio, se pasó a una tipificación precisa de los supuestos en la LSA de 1951, con la expresa declaración en su art. 133 de que cualquier transformación en un tipo de sociedad distinto “será nula”. Tras la gran reforma societaria de 1989, más tarde la LSRL de 1995 y el RRM de 1996, se llega a la LME de 2009, cuya regulación en este punto se mantiene en el actual RDL. 

			Al tratar después del ámbito subjetivo me centraré en los supuestos de transformación que son posibles en el RDL, en absoluto circunscritos a las sociedades mercantiles, pues incluye otras posibles tipologías, como la SCi y la SCop. Es destacable que la evolución legal de los últimos años, sobre todo a partir de la LSRL de 1995 y después con la LME, ha ensanchado tanto ese perímetro que prácticamente no hay límites cuando se trata sociedades, ni por razón del objeto —civil—, ni de la causa —mutualista—6. En el fondo, la identidad de esos fenómenos se hace posible por la existencia efectiva, desde el punto de vista del derecho positivo, de un concepto unitario de sociedad asentado por encima de sus diferentes clases.

			Aunque el mero argumento a contrario ya provocaría su exclusión, claramente queda fuera un cambio que opere entre entidades de naturaleza diferente, como una fundación carente de base asociativa, pero también una asociación, pues, aunque el ánimo de lucro no se considere esencial en la sociedad7, sí que estamos ante entidades de estructura muy dispar, sin perjuicio de que exista un trasfondo común que siempre permite trasplantar a las asociaciones algunas soluciones organizativas propias del más desarrollado derecho de sociedades8. 

			En tales hipótesis no se produciría el efecto típico de la transformación, sino una novación causal de la relación originaria9, como tal no prevista, o mejor, no prevista por las dos legislaciones implicadas, situación que se agrava cuando se trata de legisladores diferentes, como ocurre en relación con la asociación o la SCop en nuestro país, donde las comunidades autónomas tiene su propia legislación. No era suficiente con que un legislador contemplara la transformación para la entidad de su competencia, también era necesario que lo hiciera el otro para la que constituiría su reflejo. Cuestión distinta es que el tránsito se pueda conseguir, pero con una escala intermedia, por ejemplo, de asociación en SCop y, después, de SCop en una sociedad mercantil. Aquí la duda es si podría acudirse al atajo de una transformación directa de asociación en sociedad mercantil, con el correlato de la necesaria improvisación de un régimen jurídico como tal ausente de la ley. 

			Ahora bien, que la primera actitud deba ser de rechazo, no significa que el legislador no pueda arbitrar un procedimiento específico de transformación entre figuras por completo disímiles. El ejemplo más claro lo tenemos en la Ley 10/1990, de 15 de octubre, del Deporte, que vino a crear un nuevo supuesto de transformación en SA, al margen de la legislación mercantil. En concreto la transformación de los clubes de fútbol, cuya naturaleza jurídica sería la de asociación civil, en SA, aunque de naturaleza especial (la SAD)10. De todas formas, quizá jurídicamente este supuesto tuviera una naturaleza mixta, donde se mezclaban la transformación strictu sensu y la fundación sucesiva11. Por esta misma vía han transitado después algunas comunidades autónomas, que han previsto la hibridación entre asociación y SCop12. 

			Circunscrita así la transformación al ámbito societario, de ella hay que excluir entonces a las situaciones de comunidad, en particular a la comunidad hereditaria sobre una empresa mercantil. Aunque en ocasiones se habla de su conversión en sociedad mercantil, en realidad no hay transformación, sino un contrato tácito de sociedad (por supuesto, SC), derivado de la explotación conjunta de una empresa13.

			De todo esto se desprende que el legislador, por esa homogeneidad que aprecia entre todos los fenómenos societarios, se abre a que el sujeto de derecho transite de un tipo a otro sin solución de continuidad, a pesar de la profunda mutación de régimen jurídico que el cambio supondrá para los todos los interesados. La protección, entonces, no vendrá tanto por la limitación de las posibilidades subjetivas de transformación, como por la regulación del procedimiento. 

			Pero la delimitación de este perímetro de la transformación también es importante porque nos proporciona el índice legalmente tolerable de “promiscuidad” societaria en otras MMEE, pues la posibilidad de involucrar en un proceso de fusión a sociedades de forma, incluso de naturaleza distinta, es directamente proporcional al grado de intercambiabilidad entre esas mismas formas sociales a través del expediente transformador. Con ello no desconozco que algunas veces se produce una intervención directa del legislador por medio de un corte limpio y para un caso concreto, supuesto en el cual aquella hipotética regla general carece de interés14. Pero fuera de esos casos de intervención aislada y puntual, por ello no susceptibles de extensión más allá de sus límites precisos, el grado de mestizaje soportable en un proceso de reorganización empresarial vendrá determinado ab initio por el perímetro de la transformación de las sociedades. Así, si el socio de una SC puede transmutarse en socio de una SRL en virtud de un cambio de forma, no hay inconveniente en que también suceda por el hecho de ser absorbida su SC por una SRL. Lo mismo cuando interviene una SCop o una SCi. La duda que entonces surgirá vuelve a estar referida sólo al procedimiento, por si entonces será necesario superponer las medidas protectoras propias de cada ME (v. II/10).

			5.	El procedimiento de la transformación como modalidad de modificación estructural: centrado entonces en el procedimiento, aunque falte todo trasiego patrimonial y tampoco se vea alterada la estructura de propiedad de la sociedad, el legislador ha optado por incluir la transformación en el elenco de MMEE, pues no se constriñe a la simple reforma de los estatutos, sino que afecta al tipo societario en su conjunto, es decir, a toda la estructura y marco jurídico de la sociedad. Esa superior complejidad la hace merecedora de un tratamiento que trasciende al de las simples modificaciones estatutarias y aproxima al que es propio de las MMEE traslativas. Las garantías procedimentales son así las características de estas últimas, volcadas en las actuaciones preparatorias, en el régimen de adopción del acuerdo y en las condiciones de su ejecución. Esto todavía se hace más evidente con la nueva estructura sistemática del RDL, al compartir con el resto de MMEE buena parte de las disposiciones comunes, sin perjuicio de presentar sus propias especialidades. 

			6.	Dualismo propio del régimen jurídico de la transformación: con esta operación se ponen en contacto dos regímenes jurídicos diferentes, el de la forma social originaria —de partida— y el de la nueva forma social que se adopta —de llegada—. No obstante, cada uno de ellos es llamado para cumplir tareas bien distintas. El de la nueva se toma en consideración con el fin de que la transformación cumpla todos los requisitos exigidos para su constitución, es decir, las propias del tipo escogido. En cambio, en la sociedad cuya forma se abandona hay que buscar todo lo relativo al procedimiento de transformación, en particular, los requisitos de adopción del acuerdo y los mecanismos de protección de socios y acreedores. Unificado el procedimiento de todas las MMEE en el RDL buena parte de esas reglas de procedimiento han pasado a ser comunes, pero sigue siendo necesario acudir a las leyes propias de cada tipo implicado para resolver las cuestiones endémicas de cada uno. No sólo la LSC o el CCom, en cuanto se trate de sociedades mercantiles, también el CC para la SCi o la amplia y compleja legislación cooperativa. Especialmente esta última, pues, como veremos, algunas de las leyes autonómicas de cooperativas siguen ancladas en requisitos que se tomaron de la legislación mercantil entonces vigente, pero abandonados ahora por ésta, lo que provoca algunos problemas de coordinación. 

			7.	Carácter voluntario de la transformación: no hay transformaciones que se produzcan ministerio legis. Puede hablarse de una transformación voluntaria por contraposición a otra obligatoria, pero esta última, aunque venga impuesta por razón de una determinada situación, es también voluntaria en el sentido de requerir el correspondiente acuerdo social. Su falta producirá determinadas consecuencias negativas para la sociedad, pero no la suplantación de la voluntad de los socios para que el cambio de forma tenga lugar por efecto de la ley (p. ej., arts. 343.1, 360.1.b) LSC). 

			Tampoco debe confundirse con la técnica de conversión del negocio empleada en ocasiones por el legislador para salvar determinadas situaciones de irregularidad. En la transformación el cambio de régimen jurídico se produce como consecuencia del cambio de forma, por el contrario, en los supuestos de conversión el cambio de régimen se produce por la defectuosa constitución del tipo social elegido, pues al no poder existir una SA/SRL sin inscripción registral (ni aplicarse la disciplina que le es propia), y ante la evidencia de estar desarrollando una determinada actividad como sociedad, el legislador decreta su automática subsunción en el régimen de la SC/SCi, en la inteligencia de que por esta vía quedarán mejor garantizadas las necesidades del tráfico (art. 39.1 LSC). Algo parecido sucederá en aquellos supuestos que podríamos calificar de irregularidad sobrevenida, cuando el legislador decreta la cancelación de una sociedad y su expulsión del RM, sin haber completado su liquidación, para el caso excepcional de que los socios continúen con la actividad15. 

			Tampoco existe transformación strictu sensu cuando el cambio de régimen jurídico se produce por consecuencia de un cambio de objeto. Según esto, cuando una SCi pasa a desempeñar un objeto mercantil se somete automáticamente a las normas de la SC, como sociedad mercantil general (no tan claro en sentido inverso; v. art. 1.670 CC). Aunque en ocasiones se habla transformación por efecto de la ley, es lo cierto que no hay propiamente un cambio de forma, sino una adecuación a la actividad efectivamente desarrollada que se actúa mediante la conversión automática de la voluntad en el tipo que le corresponde.

			8.	Distinción de otras figuras: la transformación opera entre los tipos sociales definidos legalmente, no entre sus meras variantes sub— o intra-tipos, que sólo exigen la oportuna adaptación estatutaria. Sería el caso, por ejemplo, de las sociedades laborales o de las profesionales que pasen o dejen de serlo, pero mantengan su tipo básico16. No obstante, en ocasiones esas medidas también demandan exigencias adicionales de procedimiento, precisamente porque, a semejanza de la transformación, el cambio que provocan es de régimen jurídico, más que de preceptos estatutarios concretos17.

			9.	La transformación y otras modificaciones simultáneas: que la permuta tipológica se vea infiltrada por otros cambios también posibles, pero de rango meramente estatutario, plantea muchas y delicadas cuestiones, que ahora simplemente apunto, pues las abordo extensamente en I/102. 

			Como hemos visto, la transformación no constituye una simple modificación de los estatutos, sin más que una cierta independencia sistemática dentro del derecho de sociedades. Es un cambio de régimen jurídico por una mutación en la forma, consiguientemente de mucho mayor calado que una reforma estatutaria. Pero esto no hace perder su autonomía a las otras modificaciones estatutarias que pueden llevarse a cabo simultáneamente. Cuando sean una exigencia del nuevo tipo quedan embebidas en la transformación, pues el cambio no podría realizarse sin ellas. No cabe eludirlas, ni aplazarlas, pues esto equivaldría a permitir de hecho la constitución de una nueva sociedad, sin cumplir los requisitos ineludibles del tipo. Pero otras pueden no ser esenciales, sólo acompañan, siendo el resultado de una decisión libre de la sociedad, de la que también se pudo prescindir o, al menos, de hacerla en ese momento. 

			Estas modificaciones paralelas plantean un doble problema. De entrada, por si alguna de sus exigencias procedimentales ha de aplicarse de forma acumulada a las propias de la ME. El tema es general para todas las MMEE, donde se discute si la disciplina propia de la ME absorbe la de otras posibles modificaciones estatutarias que simultáneamente se lleven a cabo. Su relevancia práctica es indudable, pues determinados mecanismos de protección del socio han sido suprimidos respecto de algunas MMEE, pero se mantienen en ciertas modificaciones estatutarias, o lo hacen de distinta manera. Pensemos en la absorción de una sociedad por otra cuando el objeto social de ésta supusiera una sustitución completa del que tenía la primera, o en la absorción de una SRL por una SA. 

			En estos casos se contrapone una concepción disgregadora a otra unitaria. Para la primera la ME es una figura autónoma a la que no son, en principio, aplicables sin más los preceptos dirigidos a regular otras operaciones, mientras que la segunda insiste en que la necesidad de tutelar el interés del socio concurre en cualquier caso, sin tener mucho sentido que los mecanismos tutelares se activen cuando las medidas van por separado, pero no cuando se solapan. 

			Pero en la transformación el problema presenta características especiales, pues no estamos ante una consecuencia de la integración de los socios en un sujeto de derecho distinto regido por sus propios estatutos, donde realmente no se visibiliza una reforma autónoma, sino ante modificaciones que habrían de introducirse expresamente en aquellos, por más que formalmente se presenten integradas y confundidas en los estatutos de la nueva forma social.

			10.	La paradoja del tiempo: el segundo problema es el decalaje temporal entre el acuerdo de cambio de forma y el momento de su plena eficacia, que se vincula a la inscripción en el RM (u otro registro público similar), pues en el intervalo la sociedad sigue operativa y su JG tomando acuerdos, planteándose la duda de con arreglo a qué régimen jurídico habrá de hacerse, si el de la antigua o el de la nueva. La cuestión puede llegar al punto de tener que distinguir según el orden de adopción de los acuerdos en el curso de la misma JG que haya decidido la transformación. A esta cuestión el art. 29.2 RDL da una respuesta precisa, pero en términos poco compatibles con la eficacia constitutiva de la inscripción de la transformación, que simultáneamente también se proclama (art. 31 RDL). A su vez, esta eficacia de la inscripción interfiere en la simplemente declarativa que habría de predicarse de las meras reformas estatutarias entrelazadas.

			Como veremos en I/100 y ss la solución a estos problemas no puede ser general y habrá de someterse a una valoración muy circunscrita al relieve tipológico de cada uno de los cambios acometidos. 

			II.	Ámbito subjetivo

			A)	Sociedades mercantiles

			11.	Libre intercambio de formas sociales: entre las cuatro formas de sociedad mercantil, es decir, SA, SRL, SC y SCo (simple o SCoA) hay posibilidad de transformarse en una cualquiera de las otras (art. 18.1 RDL), con independencia de su dispar régimen jurídico. Esa disparidad sólo se traducirá en exigencias especiales de procedimiento.

			12.	Agrupación de interés económico: aunque habría entrado igualmente por la categoría genérica de sociedad mercantil, el RDL menciona expresamente a la AIE para acotar sólo a ella la transformación, en cualquiera de los dos sentidos, con la AEIE (art. 18.2 RDL). Debemos entender que se trataría de una AEIE inscrita en el RM español, por tener su sede en nuestro país (art. 6 Reglamento CEE 2137/1985, de 25 de julio), independientemente de que la AEIE pueda trasladar su sede a otro EM (art. 14 Reglamento 2137/1985). 

			Normalmente, este cambio de forma exigirá otro del objeto social para cumplir con los requerimientos propios de la AIE (art. 3 LAIE), además de las condiciones subjetivas de los socios, que habrán de resultar de la misma escritura de transformación (art. 4 LAIE). 

			13.	Sociedad anónima europea: esta opción sólo es posible con una SA española en cualquiera de los dos sentidos y con arreglo a normas específicas en caso de constituir una SAE por transformación (arts. 474 y 475 LSC).

			14.	La exigencia de inscripción previa: aunque ya se exige expresamente en el articulado que la sociedad mercantil esté inscrita para hacer posible su transformación (art. 18.1 y 2 RDL), la DA segunda RDL lo repite al señalar que la sociedad colectiva no inscrita y, en general, las sociedades irregulares, requerirán su previa inscripción registral. Está claro que ambos preceptos se refieren a la sociedad mercantil como sociedad de partida, es decir, la que se transforma, pues la exigencia de inscripción de una sociedad mercantil como forma de destino ya es un requisito propio del tipo de reiteración superflua, pero con la salvedad de la sociedad colectiva, cuya inscripción no es necesaria, al ser la sociedad general del tráfico. La misma DA citada así lo reconoce al distinguir entre SC y sociedad irregular, admitiendo con ello que una SC sin inscribir no es un sociedad irregular en sentido estricto, aunque pueda hablarse también de su irregularidad por razón de alguna especialidad de régimen (p. ej., art. 120 CCom). 

			El matiz es importante porque, así como la mutación en otra sociedad mercantil no queda consumada hasta la definitiva inscripción de aquella en el RM, sin que se pueda hablar durante el intervalo de una situación similar a la sociedad irregular (v. I/100), en el caso de la SC no hay razón para excluir, al menos en teoría, una transformación en SC que no llegue a completarse con su inscripción final en el RM, especialmente si ya se manifiesta en el tráfico como SC. Incluso, aunque está claro que si se arranca de una forma social inscrita en el mismo RM, o en otro registro público, la sociedad seguirá luciendo con su forma anterior, tampoco es tan improbable en este segundo caso que el registro de origen proceda igualmente a su cancelación18. Además, queda la posibilidad de que en SC se transforme una sociedad previamente no inscrita y sin deber alguno de hacerlo (SCi), en cuyo caso ni siquiera existe esa apariencia registral contradictoria. No es descartable, por tanto, una transformación que al final opere sin reflejo registral, por mucho que se proclame el carácter constitutivo de su inscripción, aunque serían supuestos tan excepcionales e insólitos como los descritos. 

			Surge otra duda por el alcance de dicha exigencia de inscripción previa, más precisamente por si se trata de un requerimiento sustantivo, en el sentido de impedir la puesta en marcha del proceso transformador, o sólo constituye un requisito de tracto, de modo que antes, para inscribirla, se debe conseguir el registro de la sociedad, pero aquel proceso podría iniciarse previamente. A favor de la primera interpretación apenas milita el argumento muy formalista de que el proyecto de transformación exige como primera mención la identificación de las sociedades, y entre las circunstancias relevantes de señalamiento obligatorio destaca “los datos identificadores de la inscripción de la sociedad en el Registro Mercantil” (art. 20.1.1º RDL)19. No creo que el argumento sea decisivo20, pues así habrá de constar cuando la sociedad esté inscrita en el momento de suscribir el proyecto, pero no si lo es posteriormente, siendo las restantes indicaciones del art. 4.1.1º RDL más que suficientes para completar su filiación, sobre todo con el muy aconsejable complemento de la reseña de la escritura fundacional de la sociedad. Bastaría con indicar entonces que la sociedad se halla pendiente de inscripción, trámite que habrá de completar antes de inscribir la transformación, y no olvidemos que el orden de los asientos de presentación genera la ficción de haber inscrito la sociedad antes que la segunda operación. La función que en aras de la seguridad del tráfico cumple la publicidad registral no se resiente porque el proceso se adelante en el tiempo. 

			Pero, por esta misma razón, tampoco cabe desconocer que la inscripción será necesaria para dar cumplimiento a las exigencias legales de publicidad preparatoria del art. 7 RDL, al menos en ausencia de página web de la sociedad21, pues el depósito ha de hacerse en el RM del domicilio social, y parece poco probable que el RM acceda a ello, sin inscripción previa de la sociedad mutante22. Lo mismo vale para la designación de los expertos independientes que hayan de informar sobre el proyecto de transformación (art. 6 RDL). En todo caso, para ganar tiempo podría suscribirse el proyecto antes de la inscripción de la sociedad, haciéndose el depósito después. 

			Fuera de los indicados no emergen otros obstáculos de la regulación de la transformación, pues ningún otro requisito presupone la inscripción previa. Sólo los trámites registrales propios de la operación, pero por exigencias de tracto. 

			No obstante, cuando el acuerdo de transformación sea unánime, cabe prescindir de la publicación/depósito de la documentación preparatoria (art. 9 RDL), en cuyo caso será posible completar todo el proceso, sin más prevención que haber presentado en el RM la escritura fundacional de la sociedad, inmediatamente antes que la otra de transformación. 

			Cuestión distinta es cómo se habrá de adoptar ese acuerdo, por las dudas sobre el régimen aplicable entonces a la sociedad, según se trate todavía de una sociedad en formación, o haya devenido en sociedad irregular, dudas que hacen altamente improbable esa iniciativa, salvo que se cuente con la unanimidad de los socios. De todos modos, complicaciones también hay cuando la sociedad irregular se inscribe tempestivamente y todo el proceso se acomete después, pues durante el tránsito por la irregularidad los socios quedaron sometidos al régimen de responsabilidad por deudas propio de la SC/SCi (art. 39.1 LSC). Por ello en caso de inscripción tardía hay que acudir a la aplicación analógica del art. 32.2 RDL a fin de dilatar la responsabilidad de los socios por las deudas sociales contraídas con anterioridad (SAP de Barcelona [15] de 25/09/1998 rec. 842/1997), responsabilidad que subsistirá, aunque la transformación de la sociedad —por fin— inscrita sea en otra forma de sociedad de capital. 

			B)	Sociedad civil

			15.	Transformación de sociedad civil: expresamente se reconoce la transformación de la SCi en cualquier tipo de sociedad mercantil (art. 18.3 RDL), entre los cuales se ha de incluir a la AIE, aunque no lo destaque. La cuestión es si resulta necesario que se trate de una verdadera SCi por razón de su objeto, ante la evidencia de que son muchas las sedicentes SCi pululantes por el tráfico, que en realidad desempeñan una actividad mercantil. Por la especial atención que se ha de poner en determinar si el objeto es civil o mercantil siempre que se practique una inscripción a nombre de una auto-proclamada SCi (referidas al RP, v. Ress. de 28/09/2016, de 29/11/2013, de 21/05/2013, de 20/04/2010), nada de extraño tendría que un RM rechazara inscribir la transformación de una SCi en sociedad mercantil con el argumento de que la sociedad origen estaba mal constituida como SCi, por ser mercantil su objeto23, obligando a una singular rectificación del contrato inicial para recalificar en una escritura pública a la sociedad como SC y así intentar inscribirla previamente, en lo que no dejaría de ser una transformación a las bravas y por la vía de hecho, tampoco de inscripción segura en el RM24. 

			Realmente, no estaría tan injustificado el reproche del RM, pues, si la transformación se inscribiera directamente desde la SCi sin tan largo rodeo, el mismo RM estaría generando dudas sobre el régimen de responsabilidad de los socios por las deudas sociales anteriores, régimen que debe subsistir durante los cinco años siguientes a la transformación (art. 32.2 RDL), pues el de la SCi (art. 1.698.I CC) es muy distinto al de la SC, por ausencia de solidaridad (art. 127 CCom). El obstáculo quizá pueda salvarse con el reconocimiento explícito de todos los socios en la escritura de transformación de la mercantilidad del objeto y de su disposición a responder de aquellas deudas según el régimen de la SC. Pero la cuestión no se ha dejado ver en las resoluciones recientes de la DGSJFP y como probablemente muchas de esas sociedades se habrán tenido que transformar a partir de 2016 al tener que tributar por el Impuesto de Sociedades (Consulta DGT V2086-16), tampoco es aventurado suponer que —quizá— los RRMM no hayan puesto muchos problemas para inscribir estas transformaciones, a pesar de la aparente inexactitud que entonces revelarían sus libros25. En todo caso, no cabe una publicidad registral vuelta al pasado, capaz de transmutar un régimen de responsabilidad en otro distinto por el mero hecho de que la forma social de “salida” haya sido identificada “erróneamente” como civil y así se haga constar en el RM, pero como dato o antecedente “histórico”, nada más, pues sólo faltaría que un yerro de ese tenor pudiera perjudicar a unos terceros, que ya lo eran antes de inscribirse la transformación. 

			Obviamente, desde el punto de vista de la forma social de destino, ningún problema se plantea por el carácter civil del objeto, ya que se impone la mercantilidad por la forma.

			16.	Inscripción previa de la sociedad civil: pero la DA octava de la Ley 18/2022, de 28 de septiembre, de creación y crecimiento de empresas, regula la inscripción voluntaria de la SCi, generando con ello la duda de si deberá aplicarse lo previsto en la DA segunda RDL, es decir, la necesidad de su previa inscripción. Entiendo que la respuesta ha de ser rotundamente negativa, pues, tratándose de un registro voluntario, en ningún caso se puede calificar a la SCi no inscrita de sociedad irregular, así que sería necesaria una disposición específica, similar a la de la SC, que no existe (así lo ha venido a confirmar la Res. de 18/11/2024, al rechazar que se aplicable a la sociedad civil no inscrita el art. 383 RH, precisamente por no ser obligatoria su inscripción). Además, ningún problema concurre de tipo registral, pues el RRM regula expresamente esa modalidad de transformación desde fuera de cualquier registro (art. 218 RRM). Por tanto, una SCi no inscrita podrá transformarse en cualquier forma de sociedad mercantil, sin necesidad de inscribirse antes como tal SCi (el caso de la Res. de 10/07/2024). 

			En cuanto el problema antes indicado de la posible mercantilidad del objeto cuando se trate de una SCi inscrita, evidentemente se trataría de un error del RM, que no debió inscribirla como tal SCi, pero si lo hizo, ya no impide la transformación, al estar el RM vinculado por el asiento previo.

			17.	Transformación en sociedad civil: más complejo se presenta el cambio de una mercantil en otra civil, de entrada, porque su inicial previsión en la LSRL de 1995 (art. 87.2), condicionada, eso sí, a que el objeto fuera realmente civil, desapareció de la LME, donde no se menciona, y así sigue en el RDL. Pero, además, porque antes de la Ley 18/2022 esa alteración había de suponer necesariamente su completo extrañamiento registral, al no estar prevista entonces la inscripción de la sociedad civil (salvo supuestos especiales, como la SP).

			En cuanto a su mera posibilidad por razón del tipo, la Res. 26/04/2016 tuvo que decidir sobre la transformación de una SRL en SCi, con un objeto que la propia DGSJFP admite era civil26. Frente a la opinión del RM de que la falta de previsión del supuesto en el entonces art. 4 LME equivalía a su prohibición, por razón del numerus clausus que debe imperar en la materia, la DGSJFP lleva a cabo una interpretación “razonable” del conjunto del sistema que desactiva el significado prohibitivo de la omisión legal —no sería así un “silencio elocuente”—. De un lado, por la inconsistencia valorativa que supondría admitir sólo la operación en sentido inverso27. De otro lado, por el argumento práctico de que al mismo resultado final se llegaría por la vía oblicua de una previa transformación en SCop, ya que esta sí que permite el cambio en SCi (art. 69.1 LCop). 

			Adviértase el gran poder expansivo de ese segundo argumento, pues, como veremos a continuación, la legislación cooperativa, así estatal como autonómica, admite los cambios de forma en términos de extraordinaria amplitud. Por la vía de la SCop podría abrirse el ámbito de la transformación de/en sociedad mercantil a fenómenos asociativos muy alejados de los previstos en el RDL, por eso representa un argumento que debe tomarse con gran cautela, y por sí solo poco idóneo para ensanchar el perímetro de la transformación. En cualquier caso, la DGSJFP deja claro que al final el problema práctico acaba siendo de régimen jurídico aplicable, en concreto si por falta de previsión expresa cabe acudir por analogía al modelo de la transformación en SC, pero no entra en la cuestión al haber concurrido el consentimiento unánime de todos los socios. De todos modos, no es una mala sugerencia para supuestos de falta de unanimidad.

			Dando por supuesto que esta doctrina sigue resultando válida después del RDL, la segunda cuestión es si sólo será posible continuar como SCi inscrita, y de nuevo la respuesta debe ser negativa. Siendo voluntaria la inscripción de la SCi, queda a criterio de los interesados pedir que la sociedad prosiga con su historial registral o directamente su cancelación. Por el hecho de esa cancelación su personalidad jurídica no se ve afectada.

			C)	Sociedad cooperativa

			18.	Su reconocimiento: particularmente tortuosa ha sido la evolución de la transformación de la SCop, dada la ausencia de ánimo de lucro y su carácter mutualista, circunstancias que la hacían poco proclive a mutar en sociedad capitalista pura. En ese sentido la DT sexta de la ley de cooperación de 1942 dispuso que las sociedades que vinieran utilizando “indebidamente” la denominación de cooperativa (al respecto se ha de tener en cuenta lo dispuesto en el art. 124 CCom), debían constituirse de acuerdo con su carácter civil o mercantil. Posteriormente, la ley de 1974 permitió en su DT 3ª que las SSCop constituidas con arreglo a la legislación anterior pudieran optar entre adaptar sus estatutos o constituirse como sociedades civiles o mercantiles, puntualizando que el cambio no afectaría a la personalidad jurídica de la sociedad, ni debía considerarse como traspaso a los efectos de la LAU. Por lo que hace a la situación previa a la LSRL de 1995, parece que la SCop no tenía permitida la transformación como forma de salida, entre otras razones porque la falta de liquidación podía entrar en conflicto con algunas reglas imperativas del régimen jurídico de aquélla28. En cambio, la DA 3ª de la ley de 1987 sí que admitía y regulaba con cierto detalle la transformación de una SAT, y de una sociedad civil o mercantil que cumpla ciertas condiciones, en SCop, es decir, como forma de llegada, pero nada más. A esto debía añadirse el carácter tasado de los supuestos de transformación en la LSA y el dato de que en la misma ExM de la LSA de 1951 se hiciera patente el deseo del legislador de evitar que la SA pudiera tomar la forma de SCop. 

			Sobre este material normativo impactó la LSRL de 1995 y lo hizo en el sentido de pronunciarse por la abierta admisibilidad de la transformación de SCop, en un sentido o en otro, pero siempre que el otro tipo societario implicado fuera una SRL. La posterior Ley estatal 27/1999, de 16 de julio, de cooperativas, ya zanjó la cuestión al permitir el intercambio en términos todavía más amplios, para cualquier sociedad civil o mercantil, incluso las asociaciones, pero en este caso sólo cuando se tratara de transformación en SCop. Al tratarse de dos normas de rango legal y que procedían de un mismo legislador, claramente se abría el elenco a todas esas formas sociales, aunque desde el lado mercantil sólo se contemplara expresamente a la SRL, y así continúe apareciendo en el RRM. Con la LME de 2009 ya se formaliza claramente para todas las sociedades mercantiles y se aprovecha para incluir la transformación entre SCop y SCop europea, aunque no sea la sede sistemáticamente apropiada, pues no son sociedades mercantiles. El RDL simplemente lo reproduce en su art. 18 en idénticos términos. 

			Para complicar un poco más las cosas, se ha de tener en cuenta que las comunidades autónomas han asumido para sí la competencia en materia de SCop. Al tiempo de promulgarse la LSRL de 1995, eran sólo dos las comunidades autónomas que específicamente —por cierto, sin una ley estatal del otro lado— habían regulado esta suerte de transformaciones con mutación causal. El País Vasco (desde 1993) y Valencia (desde 1995). Incluso, la primera lo hacía en términos más atrevidos de los que iba a consentir después la LSRL, ya que permitía la transformación de la cooperativa en sociedades “mercantiles de cualquier clase”. 

			En la actualidad todas las leyes autonómicas permiten el trueque entre la SCop y cualquier forma de sociedad mercantil, incluso lo hacen en términos más amplios que la ley estatal, en ocasiones distinguiendo según sea transformación “de” o “en” SCop, mostrando mayor amplitud para la segunda29. En ese sentido, cuando la SCop es la forma de salida, alguna legislación se muestra más restrictiva al exigir una especial justificación30.

			Al margen de esto, la transformación entre SCop y sociedades mercantiles obliga a coordinar ambos registros, en términos similares a los de las MMEE traslativas, pues, aunque no se vea alterada la personalidad jurídica de la sociedad, es necesario cancelar la inscripción en el registro de la forma social de salida. 

			III.	Procedimiento 

			A)	Proyecto de transformación

			19.	Autor del proyecto: como novedad del RDL también en la transformación se pasa a exigir un proyecto de ME, a diferencia de la LME donde directamente se sometía a la consideración de los socios el proyecto de escritura social o estatutos de la sociedad que resulte de la operación (art. 9.1.4º LME). En principio, es una exigencia que sólo debería afectar a la sociedad mercantil que cambie de forma, no a la forma social de otra naturaleza que se transforme en una sociedad mercantil, que habrá de someterse a su normativa específica, o ausencia de ella, como ocurre en la SCi, donde habrá que improvisar, pero en absoluto imponer un documento preparatorio de este tipo31. No obstante, dos Ress. de 11/06/2024 dejan claro que la SCi está sujeta a los requisitos del RDL, entre ellos el proyecto de ME, así que la cuestión ya está zanjada. 

			Este nuevo proyecto debe realizarse por el OA de la sociedad, en este caso de la única sociedad que interviene32. Ninguna duda cuando sea administrador único o CA, aunque en este segundo supuesto deberá aprobarse por la mayoría legal (art. 248.1 LSC, para la SA) o estatutariamente prevista (para la SRL), sin que sea susceptible de delegación, al tratarse de una propuesta de acuerdo de la JG (art. 249.bis.j) LSC). Como los estatutos en ningún caso pueden exigir la unanimidad del CA (Res. de 16/10/2017), será posible que algunos miembros del CA voten en contra de llevar a cabo la transformación y se abstengan de suscribir el proyecto. Similar discrepancia, en cambio, haría imposible su confección en caso de administradores mancomunados, sin que sea aplicable la regla legal/estatutaria de representación, al tratarse de una competencia interna que exige la actuación de consuno de todos ellos (Res. de 27/07/2015)33. 

			Más problemático tratándose de administradores solidarios, ante la perspectiva de que la operación se acometiera sólo por uno de ellos, de espaldas o en contra de los demás, con el argumento de que, en última instancia, decide una JG, que también podría convocar ese administrador por sí solo. La alternativa de exigir algún tipo de acuerdo entre ellos, ya sea unánime o por mayoría, siempre podría recogerse en los estatutos, al constituir una actuación meramente interna que no desnaturaliza el sistema de representación, pero en su ausencia se ha de admitir la actuación individual de cada uno, siempre que se haya puesto en conocimiento de los otros miembros del OA, dándoles la oportunidad de intervenir. 

			En todo caso, cuando alguno de los miembros del OA se niegue a firmar el proyecto, se señalará al final del mismo, con indicación de la causa (aunque referido a la fusión, v. art. 39.1 RDL).

			20.	Iniciativa de la propuesta: aunque la autoría del proyecto corresponde al OA, no ha de excluirse que la iniciativa arranque de los socios o de una parte de ellos. Ningún problema en que el OA asuma como propia esa petición y ponga en marcha el procedimiento. La cuestión es hasta qué punto se puede obligar al OA a que lo haga, y en caso de negativa si puede ser sustituido de alguna forma por los socios. Como regla, los socios pueden instar una JG con un determinado orden día, incluso en la SA hacerlo como complemento de convocatoria (arts. 168, 172.1 LSC)34. Expresamente, para la modificación de estatutos el art. 286 LSC se refiere a los socios autores de la propuesta y a la exigencia de que redacten el texto íntegro de la modificación, demanda que se extiende en la SA, además, al informe escrito con justificación de la misma. Pero una ME constituye un procedimiento mucho más complejo, poco compatible con la posibilidad de que una minoría de socios acometa por su cuenta toda la fase preparatoria, sólo para acudir finalmente a la JG. Parece que en ese caso lo procedente sería que los socios sometieran a la decisión de la JG la propuesta de poner en marcha el procedimiento, con el correspondiente mandato al OA para hacerlo, y en caso de negativa o demora injustificada proceder a su remoción y sustitución por otro OA más proclive a cumplir con sus instrucciones. Lo que no creo es que los socios puedan convertirse en autores del proyecto, y hasta del informe del OA, para su presentación a la JG.

			21.	Contenido del proyecto: resulta de la combinación de una disposición común a todas las MMEE (art. 4 RDL), con otra específica para la transformación (art. 20 RDL). Según esto, el proyecto ha de contener las siguientes menciones:

			1º La forma jurídica, razón social, domicilio social y los datos identificadores de la inscripción en el RM, con la salvedad indicada en I/14 sobre estos últimos, por cuanto sería posible iniciar el proceso, antes de estar inscrita la sociedad. En ese caso, conveniente completar la identificación con los datos de la escritura fundacional, pendiente de registro.

			2º La propuesta de transformación con indicación de la nueva forma social y de un calendario indicativo de realización de la operación: obviamente, ha de ser un calendario aproximado que contemple los diferentes hitos del proceso, en función de cómo se prevea su desarrollo, ya sea por indicación de fechas, o de plazos según los diferentes trámites. Por tanto, si ya se cuenta con que el acuerdo de los socios será por unanimidad y en JG universal, cabe computar desde la fecha prevista para su celebración, pero siempre a expensas de los derechos de información de los trabadores, que son insoslayables. En otro caso, además del plazo de convocatoria de la JG, se han de tener en cuenta otros documentos que no dependen del OA, como el informe de experto independiente, cuando sea necesario, el cual retrasará la celebración de la JG. Curiosamente, para el proyecto de transformación no opera el límite de seis meses para su aprobación por la JG, que sí se ha fijado para la fusión y, por remisión, para la escisión (arts. 39.3 y 63 RDL). Con posterioridad a la JG ya se trata de la publicación del acuerdo y del plazo en que los socios pueden comunicar su decisión de enajenar a la sociedad sus acciones/participaciones/cuotas. Como el pago ya no ha de ser previo a la inscripción, ni hay reducción del capital, tampoco hay espera por ese motivo para otorgar la escritura de transformación y presentarla en el RM, pero convendrá recoger también en el proyecto el plazo para el pago, con el límite del art. 12.3 RDL. Por todo ello bastará con que el proyecto recoja esos diferentes estadios en una sucesión temporal razonable para entender satisfecha esa mención, especialmente de cara al RM, al que no le corresponde valorar si el cronograma es más o menos realista, ni siquiera cuando se haya incurrido en algún error con un plazo legal imperativo, siempre que después se haya respetado. Si finalmente los plazos no se han observado de forma escrupulosa por alguna incidencia no prevista, tampoco es una circunstancia que, por sí sola, afecte a la validez operación, así que el RM debería abstenerse de cualquier consideración. 

			3º Los derechos que vayan a conferirse en la nueva forma social a los socios que gocen de derechos especiales o a los tenedores de valores o títulos que no sean acciones/participaciones/cuotas, o las medidas propuestas que les afecten: respecto de los
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